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Compendio
Para hablar de Renuncia de Derechos en Materia Laboral necesariamente tenemos que adentrarnos al análisis de otros temas que guardan estrecha relación con éste, por tanto, priorizamos el capítulo uno con los Principios Generales del Derecho y lo hemos definido como los preceptos del derecho que se aplican universalmente y que sirven de fuentes de  inspiración, orientación y aplicación de las normas jurídicas.

La evolución de los Principios Generales del Derecho ha estado ligada principalmente a la historia política, económica y jurídica vivida por Roma y Francia, pues aunque en el derecho Romano no estaban contenidos de manera explícita en la ley, los mismos se encontraban estipulados implícitamente. 

 Luego se instituye el criterio medieval, que reconoce que los Principios Generales del Derecho se derivan del derecho natural, recurriendo así a las compilaciones de Justiniano como la primera fuente de derecho común civil, en tanto que, en Francia con la elaboración del artículo 4 del Código Civil,  se incorporaron dichos principios, al parecer de muchos tratadistas, de forma implícita, pero esto sirvió como punto de partida para que en lo adelante, numerosos códigos y constituciones consignen explícita o implícitamente a los Principios Generales del Derecho.

Las funciones fundamentales de los Principios Generales de Derecho le vienen dadas por su carácter interpretativo, integrativo y directivo, sin embargo existen dentro de  ellos unos que son de carácter universal, (absolutos y limitados); los principios constitucionales, cuyos mandatos deben absorber la total legislación de una comunidad y los principios generales aplicables a cada rama del derecho, es decir que se relacionan con una disciplina particular.

Introducción
Los Principios que rigen el Derecho del Trabajo han sido clasificados por los tratadistas de esta rama del derecho en diferentes grupos, sin embargo dentro de la clasificación que entendemos más acabada, haciendo uso de la libre discriminación que nos corresponde hacer en este estudio monográfico, es la siguiente: el principio protector, la irrenunciabilidad de los derechos, la primacía de la realidad, la razonabilidad, la buena fe y el de la no discriminación.

 El Principio de la irrenunciabilidad de los Derechos está contenido en el principio fundamental V del Código de Trabajo, el cual reza de la forma siguiente:  “Los derechos reconocidos por la ley a los trabajadores, no puede ser objeto de renuncia o limitación convencional.  Es nulo todo pacto en contrario”.

 Este principio es inmutable en la legislación laboral, el cual consiste en un conjunto de normas que establecen de manera privilegiada la disponibilidad de los derechos adquiridos por parte del trabajador o de aquellos que están previstos como base mínima de la contratación laboral.

La irrenunciabilidad de derechos deriva el carácter de orden público que tienen las disposiciones de esta rama del derecho, se trata de todo acto jurídico que implique la pérdida, extinción o limitación irrevocable de un derecho, es una manifestación de voluntad consciente, una actividad unilateral que produce la salida de un derecho del patrimonio del trabajador o su desprendimiento voluntario de derechos que le acuerda la ley.

Este principio es el soporte de la limitación de la autonomía de la voluntad de las partes en materia laboral, ya que las partes no pueden por el contrato de trabajo, el convenio colectivo o por el pacto del seguro privado, vulnerar las buenas costumbres, las bases del orden publico del Estado o las normas prohibitivas expresas que tiendan a proteger situaciones de derechos especiales.

El objeto de este principio es la garantía de los derechos y prerrogativas mínimas a los trabajadores que la ley consagra a su favor, amparados por un contrato de trabajo, para evitar que el empleador aprovechando su superioridad económica, le imponga al trabajador condiciones morales, económicas y de dependencias que pudieren ser consideradas como vejatorias o humillantes o contrarias a los fines del derecho del trabajo.

Este principio parecería que tiene un carácter absoluto, sin embargo, un estudio realizado sobre las decisiones rendidas por la Suprema Corte de Justicia en esta Materia, nos ha arrojado el dato de que el mismo tiene sus alcances y limitaciones, entonces, el trabajador podría renunciar a lo estipulado en el contrato de trabajo, siempre que no contravenga el orden público general integrado por las normas de la ley o de la convención. 

El Principio de la Irrenunciabilidad de los Derechos es el corolario del principio protector, pues el Estado manifiesta su mayor protección a favor del trabajador a través de disposiciones legales que impidan que el trabajador pueda acordar condiciones o situaciones legales, morales o materiales que sean perjudiciales a él.

Por último, hemos consagrado un amplio capítulo, al tratamiento del tema medular de esta monografía, que es “La Renuncia de Derechos en Materia Laboral”, entendiendo la renuncia como el acto por el cual una persona abandona  su derecho sobre un bien o conjunto de bienes, o que abandona un medio de protección o defensa contra pretensiones de un tercero.

A juicio de la doctrina, tres condiciones son indispensables para la validez de la renuncia, que son:  A) que no se produzca al momento de la contratación, B) que no se efectúe durante la vigencia del contrato de trabajo y C) que no ocurra como consecuencia de la terminación del vínculo contractual entre el empleador y el trabajador. Existe una excepción a la posibilidad de la renuncia de derechos revestida una presunción jure et de jure, que es la de los principios que consagren derechos fundamentales.

Tampoco es posible la renuncia anticipada, o sea antes de iniciarse la relación laboral. La renuncia anticipada es nula e inexistente, pues toda renuncia anticipada debe presumirse como forzada, sea que se trate de derechos creados por la ley, por la convención colectiva o por decisiones administrativas o judiciales.

Como proyectamos anteriormente uno de los requisitos para la validez de la renuncia es que se produzca fuera del ámbito contractual, es decir, que si ésta se produce durante la vigencia del contrato de trabajo estaría eliminando la protección legal del trabajador y en consecuencia está afectada de nulidad, sin embargo una vez finalizada la relación laboral es posible la renuncia de derechos, pues el trabajador ya no se encuentra en situación de dependencia con respecto al empleador, siendo valida la posición del extinto jurista Santiagués, Dr. Ramón García, al afirmar que la ley declara irrenunciables los derechos del trabajador, no del ex -trabajador.

.Uno de los puntos que ha generado más controversias sobre el tema lo es la validez del recibo de descargo y finiquito, atribuyéndole al mismo una modalidad especial de renuncia de derechos, siendo de jurisprudencia constante que, el recibo de descargo es válido cuando cumpla con los requisitos expuesto anteriormente para la validez de la renuncia y a la vez que se haya realizado libre y voluntariamente por el trabajador sin coacción ni violencia, 

El recibo de descargo surte efecto en cuanto a los derechos que han sido satisfechos, pudiendo el trabajador reclamar los derechos por los cuales él no ha dado expreso y válido descargo, más aún, la Jurisprudencia Dominicana ha acogido el criterio de que, cuando el recibo de descargo contiene la mención  “Con Reservas”, añadida por el trabajador, de pleno derecho priva al finiquito de todo efecto liberatorio.

Otro de los efectos liberatorios que contienen renuncia en materia laboral es la transacción, su prohibición opera durante y después del contrato y se extiende a los derechos reconocidos por sentencias de los tribunales.  

El trabajador tiene la facultad de renunciar o limitar por convención las condenaciones a daños y perjuicios acordados por sentencia siempre que estas no hayan adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, sin embargo al trabajador hay que protegerlo de renunciar a los derechos adquiridos durante la vigencia del contrato de trabajo, en definitiva, la renuncia de derechos establecida de forma expresa en un contrato será válida, siempre que no altere o desconozca lo previsto por la ley, el orden público y lo establecido en el convenio colectivo de trabajo.

Del estudio combinado del artículo 38 y el Principio Fundamental V del Código de Trabajo se colige que la irrenunciabilidad de derechos está prevista para las cláusulas del contrato de trabajo, toda vez que ambas disposiciones son clara y no existen otras que la vulneren, lo cual no permite una interpretación diferente, pues de estas fuentes se extraen los criterios externados.

El artículo 37 y 121 del Código de Trabajo también poseen un contenido importante a la luz del tema estudiado, puesto que, nada impide a las partes en un contrato de trabajo que puedan modificar las cláusulas del contrato que lo vincula, siempre que sea para beneficiar al trabajador y propiciar condiciones más favorables, así lo establece el texto del artículo 37 antes indicado y en lo que respecta al artículo 121, éste reglamenta el criterio legal de la irrenunciabilidad de los derechos consagrados en el convenio colectivo.

CAPÍTULO I

Principios generales del Derecho
El Contrato de Trabajo como institución autónoma y con características propias disímiles a las de los demás Contratos  que se presentan en el Derecho común, sin lugar a dudas, implica para los actores Laborales que intervienen en su ejecución obligaciones recíprocas, dentro de las cuales algunas van más allá de la autonomía de la voluntad y propósito de los contratantes, fundamentada dicha excepción en  el principio V  del Código de Trabajo, al considerar nula toda convención que implique la renuncia de los derechos reconocidos por el Código de Trabajo a favor del trabajador.

El derecho del trabajo es un derecho social, donde convergen partes desiguales económicamente, el trabajador se encuentra bajo la subordinación jurídica-económica del empleador, pues puede ser compelido a renunciar a sus derechos a cambio de ínfimas sumas de dinero o bajo la promesa de preservar su empleo, razón por la que decidimos realizar esta investigación o trabajo monográfico sobre  “La Renuncia de Derechos en Materia Laboral”.
La trascendencia de dicho tema, radica en lo que acontece en la práctica judicial, ya que a menudo se producen renuncias de derechos por parte de los trabajadores, unas pura y simple y otras a cambio de sumas de dinero, lo cual colide con, lo preceptuado en el principio fundamental V del Código de Trabajo, cuyo incumplimiento implica la sanción de la nulidad de toda cláusula que envuelva renuncia de derechos reconocidos por el Código Laboral favorables al trabajador.

Como objetivo general nos proponemos conocer el contenido de la legislación Dominicana sobre la Renuncia de Derechos en materia Laboral y procurar abordar todo lo concerniente al tema en el plano legal, doctrinal y jurisprudencial, encaminados a despejar las inquietudes sobre la desventaja que acarrea al trabajador la violación al principio fundamental V del Código de Trabajo, toda vez  que la renuncia a sus derechos  lesionan su patrimonio.

Los objetivos específicos que perseguimos en la realización de este trabajo de investigación son: determinar el alcance de la aplicación del Principio Fundamental V del Código de Trabajo; la posibilidad de la Renuncia de Derechos en materia Laboral y su validez y puntualizar los límites impuestos por el legislador a dicha renuncia.

No pretendemos realizar un trabajo que abarque en un sentido general el tema a la luz de las diversas legislaciones Latinoamericanas, sino  analizar las posibilidades de aplicación del principio fundamental de la Irrenunciabilidad de los Derechos conforme a la legislación laboral vigente en nuestro país,  la facultad que tiene el trabajador de renunciar a sus derechos y cuales derechos podrían ser renunciables; determinar cuándo tiene validez la Renuncia de Derechos en Materia Laboral y realizar un análisis crítico de dicho principio fundamental a la luz de los últimos criterios doctrinales y jurisprudenciales imperante en nuestro sistema judicial.

Para realizar esta investigación encontramos suficiente fuentes bibliográficas especialmente una gama de decisiones jurisprudenciales y opiniones doctrinales al respecto que nos permitieron llevar a cabo nuestros objetivos propuestos y dar respuesta a nuestras interrogantes sin ningún tipo de limitaciones. 

La presente investigación es un estudio teórico sobre todo lo concerniente a la Renuncia de Derechos en Materia Laboral.  Para la realización de este trabajo procedimos al análisis doctrinal sobre el tema, utilizando los mecanismos propios de la investigación metodológica y se obtuvieron datos de libros, revistas,  jurisprudencias y fuentes documentales bibliográficas que nos condujeron a profundizar sobre el tema en cuestión, mediante el método inductivo, concebido de lo general a lo particular. 

Para mejor análisis del tema hemos desarrollado otros tópicos que guardan relación con el contenido del tema central de esta monografía, para lo cual hemos elaborado un marco estructural de cuatro capítulos, el primer capítulo trata sobre los Principios Generales del Derecho, donde abordaremos los conceptos y generalidades y decimos que éstos son preceptos del derecho, que se aplican universalmente y que sirven de fuente de inspiración, orientación y aplicación de las normas jurídicas; de igual modo tratamos los antecedentes, examinando la evolución histórica que han tenido los Principios Generales de Derecho en la humanidad.

También en este primer capítulo examinamos los principios universales y constitucionales, sus funciones, interrelación y jerarquía,  llegando a la conclusión de que éstos son principios cuya validez es común a todos los pueblos por ser congénitos a la naturaleza humana, recogidos del Derecho natural o que resultan de disposiciones legales expresas común a varios países. 

 El capítulo dos trata sobre los Principios del Derecho Laboral, en el cual enfocamos todo lo relativo al concepto, ideas fundamentales, funciones, clasificación, formación y valoración, que en su conjunto, constituyen fuentes de inspiración e interpretación de las normas de carácter laboral, es decir, de las disposiciones  relativas a las relaciones jurídicas dependientes, subordinada, que son aquellas que se dan entre los trabajadores y los empleadores.  

El capítulo tres trata sobre el Principio de la Irrenunciabilidad de los Derechos en Materia Laboral, siendo este uno de los  temas más debatido en el ámbito del Derecho Laboral, específicamente en torno a las posibilidades de la aplicación del Principio Fundamental V del Código de Trabajo, sus límites y Alcances, siendo dicho tema, objeto de estudio en diferentes seminarios, Nacionales e Internacionales, dando lugar a diversas corrientes que serán expuesta más adelante.  

El capítulo IV, es sobre la Renuncia de Derechos en Materia Laboral, la cual está prohibida en los casos en que ocurra dentro del contrato de trabajo y cuando los derechos del trabajador han sido reconocidos mediante sentencia de los tribunales de trabajo que haya adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, con un enfoque sobre  el tratamiento de la Irrenunciabilidad de los Derechos a la luz de la ley 16-92 del 29 de mayo de 1992,  y las diversa posiciones jurisprudenciales. 

Advertimos en nuestra investigación que las incógnitas sobre el tema comienzan a despejarse a raíz del pronunciamiento al respecto por nuestro más alto Tribunal de Justicia, en fecha 18 del mes de julio del año 1983, cuando se pronunció mediante su sentencia laboral No.33, B.J. No. 872, Pág. 924-930, al decidirse que, el impedimento de renuncia de derecho, se circunscribe al ámbito contractual, no siendo aplicable después de la terminación del contrato, rompiéndose con esto el criterio anterior, que consideraba que el hecho de que el trabajador haya otorgado recibo de descargo no le impide exigir el pago de lo que le puedan haber adeudado, considerando que los derechos de los trabajadores son irrenunciables. 

1.1. CONCEPTOS Y GENERALIDADES

Los Principios Generales del Derecho, son preceptos del derecho, que se aplican universalmente y que sirven de fuente de inspiración, orientación y aplicación de las normas jurídicas, se debe a los Presocráticos, especialmente a Anaximandro, la utilización por primera vez del concepto “Principio”, indicando en aquella ocasión que el término significa aquello de lo que se derivan más cosas, acepción muy adecuada en lo que se refiere a la materia de nuestro estudio.

Aristóteles enseñaba que el Principio es el punto de partida del movimiento, el elemento inmanente o primero, inherente al ser o unido a él de un modo inseparable pudiendo distinguirse según la razón, junto a los escolásticos estableció que el carácter común de todos los principios es el de ser fuente de donde derivan el ser o la generación o el conocimiento

Los Principios Generales del Derecho constituyen el punto en común que tienen la ciencia o técnica del derecho y la filosofía del derecho, razón por la cual la precisión del concepto “Principios Generales del Derecho” ha sido abordado por diversos autores cuya orientación básica se aleja un poco de los aspectos prácticos del derecho.

Los Principios Generales del Derecho, ordinariamente se designan como máxima o axiomas jurídicos recopilados a través de los tiempos que fundamentan las disposiciones de la ley o del derecho.  Se ha afirmado que estos principios se identifican con la justicia, dictados por la razón y admitidos por el derecho, reglas universales de razón para dar solución particular, justa y equitativa.

Para el Dr. Salvador Jorge Blanco, los principios Generales del Derecho, son axiomas que se invocan o se pronuncian con valor jurídico al margen de su reconocimiento en un texto legal específico, además están muy avalados en la conciencia colectiva porque tienen un origen o una parte del Derecho Natural.

Para Carlos Santiago Nino, los Principios Generales del Derecho son una técnica dogmática para señalar contradicciones en el ordenamiento legal, llenar lagunas, perfeccionar el derecho, crearlo, interpretarlo con más precisión o sustituir normas ineficaces.

Para Alonso García, los Principios Generales del Derecho del Trabajo son “aquellas líneas, directrices o postulados que inspiran el sentido de las normas laborales y configuran la regulación de las relaciones de trabajo, con arreglo a criterios distintos de los que pueden darse en otras ramas del derecho
.

De todo lo anterior expuesto deducimos que, algunos preceptos jurídicos en un ordenamiento estarán unidos y relacionados a un principio general y este a su vez será consecuencia de otro principio más general, cuya cúspide lo es el Principio Absoluto del Derecho.

De acuerdo a la concepción Jusnaturalista, el pensamiento de que el derecho tiene su fundamento en ciertas ideas de las cuales deriva y de que éstas residen  en la naturaleza y son inherentes o inmanentes al hombre es muy antigua, en este sentido, muchos tratadistas han manifestado que los principios generales del derecho escrito o positivo lo constituyen los principios generales del derecho natural, convirtiéndose en derecho positivo con la “positivacion” en una ley o la jurisprudencia.

Los doctrinarios que han estudiado la concepción positivista consideran que los principios del derecho se encuentran en la naturaleza humana, llegando a la conclusión de que los mismos son extraídos por sucesivas generalizaciones de normas particulares.

Existe también la concepción moderna, los cuales sostienen que en una sociedad democrática se deben respetar los siguientes principios:  1) La equidad, que plantea tener igual valor y poder; 2) La justicia, que planteas que una decisión es justa si distribuye los recursos conforme a un ideal determinado; 3) El principio de legalidad, la coacción del Estado debe estar canalizada por los cauces jurídicos y 4) La integridad, que esboza el respeto a un sistema de principios coherentes y organizado.

1.1.1. Evolución Histórica

A través de la historia de la humanidad y que el hombre alcanza diferentes grados de civilización, buscando organizarse en el aspecto político, social  económico y jurídico, va encontrando la noción de los principios justo e injusto, creando así normas de derecho, por tanto, el derecho Romano constituye un todo armónico regido por los principios que hacían de él una perfecta unidad, sin embargo, la fórmula “Principios Generales”, no aparece empleada, al menos en su aspecto formal.

En la Edad Media, para el catolicismo la ley se deriva del derecho natural, este criterio medieval  hizo sobre entender que la “razón natural’ o principios universales de derecho, eran fuentes a las que se debía acudir en caso de ausencia de la ley aplicable a un caso concreto, pero a pesar de ello, en esta etapa histórica como continuación del antiguo Imperio Romano, hizo que sus jurisconsultos recurrieran a las compilaciones de Justiniano como la primera fuente de derecho civil.

En Francia, hemos visto que en la edad media hubo referencias a los principios del derecho, no obstante, fue en Francia en donde se le recomendó por vez primera para que aparecieran en un instrumento de fuerza legal. En el proyecto del código Napoleón se propuso a las máximas del derecho natural, justicia natural, equidad, los usos y principios generales como fuentes aplicables para los jueces en caso de insuficiencias de las leyes.

Al final no se le incluye en la redacción del artículo 4, cuyo texto hasta nuestros días dice así: El juez que rehusare juzgar pretextando silencio, oscuridad o insuficiencia de la ley, podrá ser perseguido como culpable de la denegación de justicia.  Muchos tratadistas son de opinión de que este artículo 4 del Código Civil Francés y dominicano ha incorporado implícitamente el derecho natural como fuente supletoria en la solución de conflictos.

En lo adelante, numerosas constituciones y códigos civiles de Europa y Latinoamérica consignan explícita o implícitamente los Principios Generales del Derecho como un instrumento de interpretación jurídica.
1.2 Convenios y  Estatutos Internacionales 


A raíz del caso Policomayo en Chile, se estableció en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Interamericana de Justicia del 1945, que dicha Corte en las controversias que le sean sometidas deberán aplicar entre otras normativas, Los Principios Generales del Derecho reconocidos por las naciones civilizadas, dicho texto de ley es una trascripción del artículo del mismo número de la Corte Permanente de Justicia del año 1820. A partir de la inserción de estos articulados, la expresión “Principios Generales” empezó a surgir en diferentes legislaciones.

1.2.1. Declaración universal de los derechos del hombre

La Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre del año 1948, se refirió en su artículo séptimo a los Principios Generales del Derecho de la forma siguiente:  Nadie puede ser condenado por una acción u omisión que en el momento que sean cometida no constituya una infracción según el derecho nacional o internacional, por lo mismo no puede ser infringida ninguna pena mayor que la que se aplica en el momento en que la infracción ha sido cometida.  

Sigue abundando dicho artículo,  El presente artículo no alcanzará al juicio y al castigo de una persona culpable de una infracción que en el momento en que sea cometida se considera criminal según los Principios Generales del Derecho reconocidos por las Naciones Civilizadas.

1.3 Funciones de los principios

De manera sintética, los Principios Generales del Derecho cumplen una triple función, que son:

Interpretativa: Los Principios Generales del Derecho constituyen un factor determinante en la interpretación jurídica, en donde en los puntos oscuros por insuficiencia de la ley, pueden resolverse mediante un estudio profundo de los principios de la legislación moderna.  Esta función faculta a los jueces para la libre interpretación del derecho.

Integrativa: A nuestro humilde juicio, esta función es la más importante y la que menos controversias ha creado, llegando incluso su establecimiento por ante numerosas constituciones y códigos civiles en el mundo entero.  El recurso a los principios generales tiene como presupuesto la ausencia de una disposición, aplicación al caso concreto, bien sea de forma directa o indirecta mediante la interpretación, conforman herramientas a las cuales pueden acudir los jueces en los casos en que el derecho positivo no es suficiente para resolver el problema plantado, sin denegar justicia argumentando insuficiencia de la ley.

Directiva: Cada vez que el legislador crea el derecho, la nueva norma creada tiene obligatoriamente que surgir de la esencia del sistema jurídica al cual se incorporará y esa esencia la constituyen los Principios Generales del Derecho que funcionan como directrices teológica y funcional del sistema jurídico.

1.4 Evolución de los Principios Generales del Derecho

Las diversas legislaciones del mundo tienen como base o fundamento más o menos los mismos Principios Generales del Derecho, los cuales con el tiempo van concretando de acuerdo con las diversas  circunstancias y  es en esta forma como nos encontramos ante la evolución o desarrollo de los principios generales.  Un principio no es el mismo según se le vea de una época a otra. 

1.4.1  Clasificación de los principios

Como los principios no son todos de la misma jerarquía, la clasificación que se haga de ellos conviene que no sea jerárquica, sino que deben ser asociados de acuerdo con los criterios que los agrupan.

1.4.2  Principios generales de carácter universal

Son principios cuya validez es común a todos los pueblos por ser congénito a la naturaleza humana, recogidos del derecho natural o que resultan de disposiciones legales expresas comunes a varios países. Se subclasifican en absolutos y limitados.

Absolutos: Son los principios del derecho natural, no tienen límite y no hay régimen de derecho que le sustraiga.

Limitados: Son reglas comunes a varios países, haciendo abstracción de lo enunciado en la subclasificación anterior, y que tienen como origen diversas causas, entre las que se destacan un origen histórico común, características naturales comunes, identificación e ideas capitales y razones prácticas de unificación para la satisfacción de las crecientes necesidades del Comercio Internacional.

1.4.3  Principios constitucionales
En nuestros tiempos está generalizada la idea de la primacía de la constitución sobre las demás normas restantes que rigen el ordenamiento de un país determinado.  Este criterio conduce a la convicción de que dichos principios constitucionales constituyen mandatos que deben impregnar la total legislación de una comunidad, sin embargo, en el mismo nivel existen principios extra-constitucionales.

1.5 Principios generales propios de cada rama del derecho.
Mediante el método inductivo se puede acceder a los principios generales del derecho, los cuales no se aplican, sino a una de sus ramas específicas.  En la misma forma en que existen principios en los cuales su campo de acción es el ordenamiento jurídico completo, otros se relacionan con una disciplina particular.

1.5.1. Interrelación de los principios

Dworkin está en lo cierto cuando concibe a los principios  como una integridad organizada coherentemente que guíe al Juez a una solución justificada.

1.5.2  Jerarquización de los principios

Sin duda alguna que el punto más infecundo es la jerarquía de los principios, ya que cualquier distinción axiológica o valorativa que implique la superioridad de uno sobre otro es nuestro juicio totalmente incorrecta, pues la determinación de la importancia de un principio viene dada por el caso específico que se ventila, cada uno de ellos es diferente y no podemos ante esa realidad establecer la jerarquía de su aplicación, que en última instancia será la única apta para determinar el valor en sí de los principios.

Las razones anteriores nos conducen a optar por una jerarquización objetiva de los principios, a través del método inductivo, en donde a partir del derecho positivo se obtiene una serie de datos comunes a varios preceptos que componen una institución y a seguidas se formula un principio general de derecho, el cual puede ser ciertamente limitado a un ámbito, pero no deja de participar de la naturaleza de todos los preceptos con los cuales se ha hecho la inferencia inductiva.

Con este principio así obtenido se pueden formular principios de mayor alcance, comunes a una rama completa del derecho y continuando por ese sendero podemos advertir lo relacionado a varias ramas del ordenamiento jurídico hasta llegar a la formulación de principios generales de todo el sistema, en ese sentido, resulta lógico pensar que los principios que acabamos de referirnos van de menor a mayor en forma objetiva y en ese orden de subordinación entre unos y otros se establece la pirámide de su jerarquía sin mayores problemas.

1.6  Principios generales del derecho aplicables al Derecho del trabajo

Los Principios Generales del Derecho han sido recogidos por nuestro sistema jurídico para atribuirle una función importante como fuente subsidiaria del derecho, en este aspecto, el artículo 16 del Código Civil Uruguayo, que en su título preliminar tiene un alcance genérico, extensivo a todas las ramas del derecho dispone:  “cuando ocurra un negocio civil que no pueda resolverse por las palabras ni por el espíritu de la ley de la materia, se acudirá a los fundamentos de las leyes análogas; y si todavía subsistiese la duda se recurrirá a los principios generales de derecho y a las doctrinas más recibidas, consideradas las circunstancias del caso.

El artículo 332 de la Constitución Uruguaya establece: los preceptos de la presente constitución que reconocer derechos a los individuos, así como los que constituyen facultades e imponen deberes a las autoridades públicas, no dejarán de aplicarse por falta de reglamentación respectiva, sino que ésta será suplida recurriendo a los fundamentos de las leyes análogas, a los principios generales de derecho y a las doctrinas generalmente admitidas.

Disposiciones similares a éstas contenidas en el derecho uruguayo, se encuentran en casi todos los derechos latinos inspirados en el Código Civil Napoleónico.  Además creemos que los principios generales de derecho no se pueden igualar con los principios propios de una disciplina, ya que, el propio calificativo de generales, nos indica la nota de amplitud, de comprensión de todas las ramas, de extensión y aplicación a todo el derecho.

En relación a los principios del derecho del trabajo, por definición, se aplican a una rama, o sea al derecho laboral y no a otras; no son necesariamente exclusivo de una especialidad, pero no pueden servir para todas las ramas, es decir, ser generales, porque dejarían de ser específicos y peculiarizantes, por eso, cuando hablamos de principios propios del derecho de trabajo no nos referimos a los principios generales del derecho e inversamente.

La relación que existe entre los principios generales del derecho y los del derecho del trabajo originó una polémica entre dos eminentes autores españoles que publicaron una obra en común y que manifestaron su discrepancia en el propio texto, agregando una llamada en que se pedían disculpas, pero que no habiendo logrado convencerse mutuamente, estiman su deber consignar y mantener sus opiniones en este punto discrepante..  Los autores eran Eugenio Pérez Botija, para quien debían prevalecer los principios del derecho del trabajo y Gaspar Bayón Chacón, para  quien debían predominar los principios generales del derecho.

La sobriedad de la anotación nos impidió conocer sus argumentaciones, no obstante nos inclinamos por la posición de Pérez Botija, pues lo contrario sería negar la especificidad y peculiaridad de cada rama del derecho y el carácter meramente supletorio o subsidiario de los principios generales del derecho.

Otro autor español, llamado Almánzar Pastor, publicó un extenso y erudito estudio sobre los principios generales del derecho aplicable en el derecho del trabajo, en el cual expone una concepción muy amplia de los principios generales del derecho dentro de los cuales cabrían tres tipos de principios, que son: de derecho natural, tradiciones y políticas, entre estos últimos están incluidos los principios del derecho del trabajo.

A pesar de la brillantez, a la ingeniosa y arquitectónica labor doctrinal, no la podemos aceptar, ya que le atribuye a los principios propios de cada disciplina una función que ha sido reservada solo a los principios generales del derecho, si estos son generales, son comunes a todo el derecho, no son el catálogo o la recopilación de los distintos principios de cada una de las ramas, aunque en cada una de estas ejerzan una función fundamental.

CAPÍTULO II

Principios del Derecho Laboral
Hay dos concepciones que no son antagónicas pero si distintas, sobre cómo se forman los principios generales de derecho, para algunos, son los principios generales que sirven de fundamento a la legislación positiva, que son presupuestos lógicos y necesarios de las distintas normas legislativas, de las cuales, por abstracción, se deben inducir, para otros, son los principios del derecho natural, es decir, los que se desprenden de la naturaleza del hombre.

El Uruguayo Alberto Ramón Real, parte de la base de una disposición constitucional para sostener la segunda tesis, partiendo de lo dispuesto en el artículo 72 de la constitución, el cual establece la enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la constitución no excluye los otros que son inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma republicana de gobierno”.  

Según su opinión, este artículo suministra las grandes directivas teológicas para determinar los principios generales no escritos, integrantes de nuestro régimen constitucional haciendo innecesarias ciertas discusiones que dividen a la doctrina extranjera acerca del concepto de esos principios generales, es decir, si ellos son únicamente los que influyen de la generalización sistemática de los textos positivos, o si por el contrario, se han de buscar en la doctrina del jusnaturalismo personalistas inspiradoras de los sistemas jurídicos occidentales. 

Giorgi, después de exponer ambas posiciones, concluye que, sin perjuicio del concepto doctrinario que se pueda defender sobre el contenido de los principios generales, en nuestro derecho no se puede negar, por imperio del artículo 72 el ingreso de la concepción jusnaturalista, naturalmente que la recepción de principios es propio del jusnaturalismo personalista, no escrito, se deberá hacer con la cautela y control que supone su armonización con los principios escritos, expresamente incorporados en el texto constitucional, manteniendo la armonía y coherencia imprescindible en todo orden jurídico.

Concluye su posición afirmando “que el derecho público uruguayo, los principios generales de derecho, son no sólo los que sirven de fundamento a la legislación positiva de los cuales, por abstracción, deben incluirse, sino, también y en armonía y coherencia con estos, los que son inherentes a la personalidad humana y a la forma republicana de gobierno.

En cuanto a las funciones que cumplen, Víctor Ferro señala que no sólo sirven para integrar el derecho, para interpretar las normas, sino también para inspirarla, por tanto afirma que “su rol esencial es el de vertebrar el ordenamiento jurídico a través de las convicciones de una comunidad social dándole así coherencia y sentido social a sus normas”.

1.7  Principios de ciencia de la legislación laboral  

Deveali expuso hace ya varios años una serie de criterios que él también llama principios que deben inspirar al legislador, o a quien haga sus veces en la técnica de la aprobación de las normas.  Serían los principios que deberían regir la intervención del Estado para que puedan resultar más eficaz.


Los cinco principios de cada uno de los cuales se desprenden varios corolarios son los siguientes:

1.- De la Generalidad e Igualdad.

2.- De la Progresión Racional.

3.- De la Economicidad.

4.- De reactividad del mundo económico laboral y la efectividad de los beneficios.

5.- De la sinceridad de las leyes laborales.

Es claro que se refiera a los principios que deben inspirar una técnica, no una rama del derecho, por eso Deveali, dice que así como al lado del derecho administrativo está la ciencia de la administración y al lado de la ciencia constitucional, la ciencia política, al lado del derecho del trabajo debe existir la ciencia de la legislación laboral, no son, pues, principios del derecho del trabajo, sino de la ciencia, que estudia la forma de elaborar y aplicar el derecho del trabajo; tienen un carácter instrumental, se refieren a cómo se debe actuar para lograr un determinado resultado.

2.1 Conceptos e ideas fundamentales   

Los Principios Jurídicos son análogos a los principios del derecho del Trabajo, pero los primeros son más abarcadores, es decir, tienen que ver con una o más disciplinas jurídicas, son criterios aplicables en general, mientras que lo Principios del Derecho Laboral constituyen fuentes de inspiración e interpretación de las normas de carácter laboral, es decir, de las disposiciones relativas a las relaciones jurídicas dependientes, subordinadas, que son aquellas que se dan entre los trabajadores y los empleadores, esto es, entre los que prestan el servicio y los que pagan bajo la dirección de este último.

Cabanellas manifiesta, al definir los Principios laborales, que en el caso de los principios fundamentales del Código de Trabajo son una consecuencia obligada de los principios del derecho laboral, considerado como normas fundamentales de interpretación o de suplencia de la ley en el derecho laboral, los cuales tienen una concreción orientadora en aquellos y una realidad palpable en las disposiciones de la legislación positiva, de tal suerte que ningún articulo del Código de Trabajo puede contradecir cualquiera de los principios fundamentales del Código de Trabajo.

Para Alonso García, los principios del derecho del trabajo, son, aquellas líneas, directrices o postulados que inspiran el sentido de las normas laborales y configuran la regulación de las relaciones de trabajo, con arreglos a criterios distintos de los que pueden darse en otras  ramas del derecho.

De Castro afirma que los principios del derecho del trabajo, aplicables solo en el área del Derecho Laboral son las más fundamentales e informadoras de la Organización Jurídica Laboral.

Para Plá Rodríguez, los Principios del derecho del Trabajo constituyen el fundamento del ordenamiento jurídico de trabajo, por lo que no puede haber contradicción entre ellos y los preceptos legales.  Están por encima del derecho positivo, en cuanto les sirvan de inspiración, pero no pueden independizarse de él, ya que hay una mutua influencia entre las normas vigentes y los principios informadores, pues la repercusión es recíproca.

2.1.1  Funciones   

Los Principios Generales del derecho, cumple una triple misión, que es, informadora, las cuales inspiran al legislador, sirviendo como fundamento del ordenamiento jurídico; normativa, las cuales actúan como fuentes supletorias en caso de ausencia de la ley, es decir que son medios de integrar el derecho de interpretadora, estas operan como medio orientador del juez o del interprete.  Desde este punto de vista, los principios son útiles no solo a los que tienen por misión a los que crean las normas, sino, a los operadores jurídicos, normalmente encargados de interpretar y aplicar la norma y excepcionalmente, creadores de esta, como es el caso del Juez.

Los principios del derecho del trabajo constituyen el fundamento del ordenamiento jurídico del trabajo, por lo cual no puede haber contradicción entre ellos y los preceptos legales, están por encima del derecho positivo, en cuanto le sirvan de inspiración, información, gestan el contenido del derecho positivo.

2.1.2  Clasificación
Los principales autores parecen estar de acuerdo en cuanto a la clasificación de los principios del derecho laboral, por su parte, Wagner Giglio sostiene que los principios del derecho laboral son: 1) El principio proteccionista, 2) El principio de despersonalización y 3) El principio de simplificación del procedimiento.

Américo Plá Rodríguez sostiene en cambio, que los principios del derecho laboral son:  El principio de la igualdad compensatoria, el principio de la búsqueda de la verdad y el principio de la disponibilidad, sin embargo, el connotado jurista Mario Pasco Cosmópolis lo reduce solo a dos:  el principio de veracidad y el principio protector, aunque incluye una larga lista de reglas y peculiaridades que los concretizan.

Juan Monroy Gálvez en cambio es exageradamente abundante al respecto, para él, estos principios son los siguientes:  El principio de la exclusividad y obligatoriedad de la función jurisdiccional, el principio de la independencia de los órganos jurisdiccionales, el principio de imparcialidad de los órganos jurisdiccionales, el principio de contradicción o audiencia bilateral, el principio de publicidad, el principio de obligatoriedad de los procedimientos establecidos por la ley, el principio de la motivación de las resoluciones judiciales y el principio de la cosa juzgada.

Según el maestro Rafael Alburquerque, los principios rectores del proceso laboral son:  el principio protector, el principio de la materialidad de la prueba y el principio relativo al criterio de conciencia en la exégesis de la prueba.

El magistrado Domingo Gil entiende que de acuerdo a las particularidades de nuestro derecho del trabajo, los principios rectores del derecho procesal del trabajo son los siguientes: principio protector, principio de la accesibilidad, principio de la evitación del litigio, el principio de la agilización del proceso y el principio de la especialización de la regla de la prueba.

Haciendo acopio de alguna de las opiniones de los autores citados, podemos circunscribir los principios que rigen el proceso laboral dentro de la siguiente clasificación:  a) El principio protector, manifestado a través de tres conceptos, que son:  el indubio pro operario, la regla de la aplicación de la norma más favorable y la regla de la condición más beneficiosa; b) El principio de la irrenunciabilidad de los derechos; c) El principio de la continuidad de la relación laboral; d) El principio de la primacía de la realidad; e) el principio de la razonabilidad; f) principio de la buena fe y g) El principio de la no discriminación.

2.1.3 Formación  

Los principios del derecho del trabajo no tienen una forma determinada, ya que se incorporan a otras fuentes, es decir, que no pueden individualizarse, la calificación de un principio de derecho es obra jurisprudencial, con la participación de la doctrina, por lo regular es la doctrina quien lo descubre en la legislación y en la jurisprudencia reiterada y lo propone para que la jurisprudencia lo refuerce y lo respalda confirmándolo en nuevas oportunidades, logrando así su afianzamiento, de esta idea parte el criterio de que un principio no nace de un acto único, sino, de un proceso progresivo, sucesivo, prolongado con posibles contradicciones u omisiones.

Los principios se presentan como pautas eficaces que expresan la exigencia del cuerpo social, es decir, que derivan de la conciencia social de ciertos valores históricos, morales y sociales.

Las formulaciones para convertirse en principios deben revestir las siguientes exigencias:  a) Expresar en su contenido las ideas de la política del Estado u otras ideas de gran importancia social y jurídica; b) Ocupar un lugar central en el sistema de las normas de derecho del trabajo; c) Presentar una importancia fundamental para todo el sistema del derecho del trabajo, determinando sus principales características y uniendo las disposiciones de esta rama jurídica en un todo armonioso.

2.1.4 Valoración  

Una visión crítica de los principios de derecho del trabajo nos lleva a estimarlos en sus diferentes aspectos.  En el plano positivo, podemos destacar la utilidad de los mismos, la frecuencia en que son invocados y utilizados por los jueces en sus decisiones confirman su beneficio; su fecundidad, manifestada a través de la diversidad de aplicaciones, y la repercusión ante nuevas situaciones.

De igual forma examinamos la función estructuradora y el dinamismo de los principios, ya que mediante ellos la labor jurisprudencial se difunde y ordena, dándole solidez, firmeza y vigor a toda la disciplina jurídica y también le dan impulso y capacidad de avance y progreso a la disciplina, ya que la intensifican, le dan iniciativa, fuerza y eficacia.

En cuanto a su aspecto desfavorable, se señalan las siguientes eventualidades: se corre el riesgo de convertirlo en esquema, sin examen serio y profundo del caso; y puede contribuir a la pérdida de rigor en la materia laboral, cayendo en la vaguedad de los razonamientos.

CAPÍTULO III

Principio de la irrenunciabilidad de los derechos en materia laboral 
3.1 Concepto y fundamentación

El derecho como norma coactivamente sancionado que permite la concordia y la convivencia social, nos plantea un carácter de especialidad cuando dichas reglas tiene sus propios principios fundamentales, de ahí que existan diversas ramas del derecho con sus especialidades y propios principios, entre estos cabe resaltar:  el derecho civil, derecho comercial, etc.,.

En el contexto y aspecto filosófico el derecho del trabajo a pesar del criterio frustrado de aquellos que pretenden, como rama negarle su propia autonomía, no cabe duda sobre el hecho de que en éste convergen tanto las leyes especiales como sus propios principios, siendo estos los cuales rigen su función y aplicación, razones valederas que justifican que nuestro Código de Trabajo sea contentivo de diversos principios entre los cuales el “Principio de la Irrenunciabilidad de Derechos”. 

El texto legal contenido en el Código de Trabajo del año 1951, establecía en su principio VI lo siguiente: Los derechos reconocidos por la ley a los trabajadores, no pueden ser objeto de renuncia o limitación convencional.  Es nulo todo acto en contrario.

A raíz de los cambios y modificaciones introducidos por el legislador al Código de Trabajo Dominicano en el año 1992, este principio pasó a ocupar el sitial V, del nuevo código.

Si le buscamos una explicación jurídica razonable al texto expuesto nos llevaría a reflexionar que aquellos derechos que la ley confiere a los trabajadores, en virtud de un contrato de trabajo no pueden ser contrariados cuando el perjuicio recae sobre el trabajador.  Esto equivale a decir que el principio de la irrenunciabilidad de derecho es absoluto cuando es en perjuicio del trabajador y que es relativo en el caso de que lo beneficie.

Las leyes laborales, partiendo del principio de la  interpretación de la norma más favorable al trabajador tienen su aplicación en aquellos casos en los cuales el derecho muestra alguna inexactitud en cuanto a su aplicación, lo que equivale a decir que cuando hayan algunas dudas sobre la aplicación de la ley, se deberá aplicar aquella que resulte más beneficiosa para el trabajador.

Esto hace suponer que el legislador ha querido proteger los derechos que existen en beneficio del trabajador derivados del contrato de trabajo, posiblemente por el hecho de que el empleador se encuentra en una posición preferencial y además es obvia la desigualdad económica con respecto al trabajador, situación esta la cual se confirma cuando autores de la talla de Guillermo Cabanellas, al referirse al tema expresa: “La realidad hace que, en circunstancias, el trabajador pueda encontrarse obligado, para obtener o conservar su empleo o para hacer frente a necesidades económicas perentorias, a renunciar a ciertos beneficios o protección que la ley le dispensa, causa por la cual se hace necesario la fijación del principio de la irrenunciabilidad, el que deriva del carácter protector y tutelar de la legislación laboral”
, lo que evidencia, que indisputablemente se ha querido burlar cierta protección  a los derechos que nacen en virtud de un contrato de trabajo.

El término Renuncia, desde el punto de vista etimológico, proviene del latín Renuntiatio,  que significa literalmente anunciar, siendo sinónimo de esta acepción, las palabras siguientes: abandono, dimisión, desistir, despreciar, etc.

Desde el punto de vista jurídico, la renuncia de los derechos es concebida como el “acto por el cual cuna persona abandona su derecho sobre un bien o conjunto de bienes”.  También es definida como el acto por el cual una persona abandona un medio de protección o defensa contra las pretensiones de un tercero.

El principio de la irrenunciabilidad, inmutable en la legislación y unánimemente aceptado por la doctrina, cuyos alcances han sido fijados por la jurisprudencia, en muchos casos, consiste en un conjunto de normas que establecen de manera privilegiada la disponibilidad de los derechos adquiridos por parte del trabajador o de aquellos que están previstos como base mínima de la contratación laboral.

Existen una serie de disposiciones que consagran derechos mínimos, debajo de los cuales no es posible realizar convención válida, sin importar la modalidad de la contratación o del acto de voluntad, es decir que las disposiciones relativas a los beneficios y prerrogativas de los trabajadores no pueden ser objeto de renuncia, limitación, negociación o transacción, a este respecto el jurista Ramón García afirmó que “Las normas legales en materia laboral constituyen un piso o plataforma a partir de donde se pueden construir (sic) pero nunca excavar”

El principio de la irrenunciabilidad de derechos deriva del carácter de orden público que tienen las disposiciones del derecho laboral, pero esa irrenunciabilidad se encuentra íntimamente ligada a otro agregado que casi siempre se omite, y es que la renuncia no puede hacerse en perjuicio del trabajador.

La irrenunciabilidad de derechos es la imposibilidad jurídica de privarse voluntariamente de una o más ventajas concebidas por el derecho laboral en beneficio propio.  Renuncia equivale a un acto voluntario por el cual una persona se desprende y hace abandono de un derecho reconocido a su favor.

La irrenunciabilidad de derecho es todo acto jurídico que implica la pérdida, extinción o limitación irrevocable de un derecho; es una manifestación de voluntad conciente, una actividad unilateral que produce la salida de un derecho del patrimonio del trabajador o su desprendimiento voluntario de derechos que le acuerda la ley.
 

3.2 Origen del principio de la irrenunciabilidad   

La concepción individualista y liberal de la economía y del derecho dejaba a las partes en libertad de determinar la formación y los límites de lo pactado o contratado.  A partir de este sistema surge la ley Le Chapelier (1791), que prohíbe a los trabajadores agruparse y establece en el Código Penal el delito de la coalición.

La injusticia de este sistema provocó luchas sociales en los siglos XIX y XX, unido a otros fenómenos políticos, económicos y sociales, en la búsqueda de un camino conjunto hacia el estado de bienestar y la preocupación por detener la explotación humana sientan las bases para el tratado de Versalles, el cual en su parte XIII, compromete al Estado a participar activamente en las relaciones laborales. 

Todo lo antes expuesto implementó un carácter imperativo, es decir, que se le impone a las partes, como una forma de disminuir la explotación de los trabajadores, de manera que los éstos no pueden renunciar a sus derechos, beneficios y prerrogativas.

Existen orígenes más cercanos, se afirma que el principio de la irrenunciabilidad nació como una reacción al principio del liberalismo contractual consagrado por los códigos oriundos de la Revolución Francesa.  Se propuso, pues, compensar con una superioridad jurídica, la inferioridad económica del trabajador, el cual, en virtud de la pasividad estatal ante las relaciones de trabajo, estaba obligado a aceptar las condiciones de empleo que le eran impuestas por el empleador.

3.2.1. Fundamento y orden público   

El principio de la irrenunciabilidad es considerado como una consecuencia del carácter imperativo o de orden público del derecho laboral, hijo a su vez de la tutela, protección y asistencia debidos por el Estado a las normas laborales, para el cumplimiento de sus metas y fines, que son el bienestar humano y la justicia social.

El Principio de la irrenunciabilidad de derechos en materia laboral se funda esencialmente en la distinta posición en que se encuentra el trabajador en relación al empresario, y a la circunstancia de desigualdad económica, cultural y social que existe ante el dador y el tomador del trabajo.

El principio de la irrenunciabilidad se basa en el hecho de que las reglas de trabajo, son normas mínimas protectoras, de riguroso cumplimiento, lo que implica su indisponibilidad de parte del trabajador o su enmienda, sólo en caso en que, como señala el Art. 37 del Código de Trabajo, la modificación sea para de favorecer al trabajador y mejorar sus condiciones. En igual sentido se pronuncia el artículo 3 del estatuto de los trabajadores de España, según el cual, la voluntad contractual de las partes, en ningún caso puede establecer en perjuicio del trabajador, condiciones menos favorables o contrarias a las disposiciones legales o convenios colectivos.

En conclusión, motivaciones familiares, gremiales, de subsistencia, y de protección y guarda de la dignidad humana, más vigorosa que las particulares del trabajador, impiden que este renuncie a sus derechos, pues en  muchos casos su renuncia se compararía con la muerte o la resignación a vivir.

El principio de orden público social implica una combinación de normas en un sentido favorable al trabajador, es por ello que el principio de la irrenunciabilidad de los derechos está revestido de Orden Público como garantía contra el fraude o evasión del cumplimiento de la ley.

3.2.2  Autonomía de la voluntad de las partes  

 Es la limitación que rige para que el trabajador pueda disponer de sus derechos, pues contrario al derecho común, en materia laboral, esa voluntad de las partes se encuentra limitada por el principio de la irrenunciabilidad de los derechos.  Alonso García expresa: “las limitaciones a la autonomía privada tienen, pues en el plano jurídico laboral un significado evidente: representan  el restablecimiento necesario de los supuestos iniciales sobre los cuales hay que levantar la posibilidad dogmática del contrato, esto es el principio de la igualdad de las partes, porque entonces, es cuando puede exigirse el respeto mutuo de una parte a las condiciones aceptadas por ella misma”.

La autonomía de la voluntad tiene limitaciones especificas, propias del derecho del trabajo y las del derecho civil también se le aplican, pero la voluntad de las partes no pueden por el contrato de trabajo, el convenio colectivo o por el pacto del seguro privado, violar las buenas costumbres, las bases del orden público del Estado o las normas prohibitivas expresas que tienden a proteger situaciones de derechos especiales, pero el derecho del trabajo, aportando otro fundamento para el reconocimiento de su especialidad o autonomía, impone restricciones y limitaciones en defensa de valores y bienes jurídicos, como la irrenunciabilidad de los derechos.

Algunos autores han afirmado que el consagrado principio de la irrenunciabilidad de derechos en materia laboral tiene su fundamento en los vicios del consentimiento presuntos o reales, que invalidarían la renuncia del trabajador, no pocos autores creen que el principio de irrenunciabilidad deriva de la aplicación del ordenamiento jurídico laboral  de la doctrina sobre los vicios del consentimiento,

entendiendo en su virtud que el trabajador que renuncie lo hace por ignorancia o error que vicia aquel.


La prohibición de la renuncia ha de conectarse así al propio hecho de la subordinación, estimando que en tales circunstancias la renuncia puede no ser un acto libre; se parte de la presunción de que el trabajador que renuncie a los beneficios legales actúa por falta de libertad, forzado a ello por la situación preeminente que ocupa el empleador en la vida social.

3.2.3  Objeto del principio de la irrenunciabilidad

 El objetivo del principio de irrenunciabilidad es el de garantizar los derechos y prerrogativas mínimos a los trabajadores, que la ley consagra en su favor, amparados por un contrato de trabajo, para evitar que el empleador aprovechando su superioridad económica, le imponga al trabajador condiciones morales, económicas y de dependencias que pudieran ser consideradas como vejatorias o humillantes o contrarias a los fines del derecho del trabajo, que son las de proteger y velar porque las normas del derecho del trabajo sean acorde con los fines esenciales del Estado, que son, el bienestar humano y la justicia social. 

También tiene como objeto, evitar que el trabajador por su estado o situación de necesidad, se vea en la circunstancia de renunciar a derechos que la ley le reconoce y el empleador aprovechando su superioridad en el manejo de la empresa, le ponga a renunciar, lo que pone de manifiesto una desigualdad entre empleador y trabajador.

3.2.4  Naturaleza y alcance del principio de la  irrenunciabilidad

Conforme a las normas laborales vigentes es importante determinar la naturaleza de las normas a que se renuncia, así como si el principio de la irrenunciabilidad de derechos tiene aplicación desde el momento mismo del nacimiento del contrato, durante la vigencia y aún con posterioridad a su terminación.

La cuestión sería plantearse cuales derechos podrían ser irrenunciables o si por el contrario el principio tiene  un alcance general, tomando en consideración que la voluntad de las partes en determinados momentos podría poner fin a la aplicación de este principio, esto es, tomando en cuenta las previsiones del legislador en caso de que el contrato de trabajo termine por acuerdo mutuo entre las partes.

Nos preguntamos:  ¿Qué ocurriría con los derechos conferidos por la ley a los trabajadores cuando estos han decidido poner fin al contrato de trabajo por mutuo consentimiento? o ¿Qué ocurre en el caso de que el trabajador y el empleador decidan firmar un acuerdo o transacción?,  nada se opone a que las partes actoras acuerden poner término a lo estipulado en el contrato, la única condición exigida es que cuando esto ocurra “no contravenga el orden público general integrado por las normas de la ley o de la convención”
 

3.2.5  Limites de la irrenunciabilidad

Con respecto a este tema debe precisarse la oportunidad en que puede producirse el abandono o renuncia de sus derechos por parte del trabajador, es decir, la posibilidad de la renuncia de derechos anticipada y durante la vigencia del contrato de trabajo o con posterioridad a ella.

También es necesario precisar si el principio se limita a los derechos reconocidos por la ley, sin dejar de analizar a cuales normas y su carácter se refiere, o si comprende también beneficios y prerrogativas pactados mediante contratos individuales y colectivos de trabajo, así como los derechos nacidos de la costumbre.

3.3  Principio protector 

El principio protector o tutelar tiene que ver fundamentalmente con la vigilancia departe del Estado para que las leyes y normas que se han de aplicar para la relación laboral subordinada, es decir la que se da cuando un empleador o patrono contrata un trabajador, respondan a los fines del Estado, esto lo podemos encontrar en los principios fundamentales del Código de Trabajo, específicamente los principios fundamentales I y VIII, así como en varias normas contenidas en la ley laboral.

El derecho laboral está constituido por un conjunto de normas jurídicas que deben estar protegida vigiladas y asistidas por el Estado.  Ellas están marcadas con el signo de Órden Público, llamado para este caso, orden público social, orden público laboral u orden público de protección.  Esto es lo que de manera genérica conocemos como el principio protector o tutelar del derecho laboral.

3.3.1  Principio de la irrenunciabilidad

Por su parte, el principio de la irrenunciabilidad, cuyos conceptos, origen y Ratio Legis, entre otros ya han sido expuestos, se refiere básicamente a la imposibilidad e impedimentos que tienen los trabajadores de limitar e impedir el goce y disfrute de sus derechos laborales, consagrados por la ley o el convenio colectivo.

El principio de la irrenunciabilidad de derechos es una consecuencia del principio protector o tutelar, pues el estado manifiesta su mayor protección a favor del trabajador a través de disposiciones legales que impidan que el trabajador a través de disposiciones legales que impidan que el trabajador pueda acordar condiciones o situaciones económicas, morales o materiales que sean perjudiciales.  Son dos principios de derecho laboral, pero no son iguales, tienen fundamentos similares pero diferentes en sus fines y propósitos.

CAPÍTULO IV

La renuncia de derechos en materia laboral
4.1. Concepto y carácter

 Se ha afirmado, que las leyes de trabajo son de Orden público, es decir, aquellas que, según los principios clásicos, no pueden renunciarse ni relajarse por convenios particulares, la razón es clara, su misma existencia es una derogación a la libertad de contratar. Se ha dicho además, que el carácter de Orden público es regla general en la materia. “Órden Público significa, según Evaristo De Moráis Filho, lo que no puede ser derogado, renunciado, por simple manifestación de voluntad de los particulares. Es aquello que el Estado juzga imprescindible y esencial para la supervivencia de la sociedad, el bien común, la utilidad general”.(ojo)
Con frecuencia se escuchan afirmaciones con respecto a la crisis del contrato, por la proliferación de principios protectores e irrenunciables a favor de los entes jurídicos, más que de crisis debe hablarse de cambios, pues en efecto, las evidencias de la fuerte supervivencia del contrato como fuente de obligaciones, viene siendo confirmada con el nacimiento de nuevas figuras, manifestaciones o modalidades contractuales, destacándose este fenómeno en el campo corporativo.

4.1.1 Derecho imperativo y derecho positivo

La libertad contractual, consagrada en los Códigos Napoleónicos, en las disposiciones del artículo 1134 del Código Civil, vino a reafirmar el papel de la voluntad, tenida como autónoma y soberana.  

 Ese desideratum  (jus dispositivum) debía de tener algunas limitaciones:  a) Las condiciones esenciales que han de cumplir todos los contratos (artículo 1108 del Código Civil); b) Las propias de las exigencias de forma y de fondo; c) Las barreras puestas por el legislador a los contratantes para que su convención no contravenga disposiciones de Orden público y las buenas costumbres (artículo 6 del Código Civil) y d) El carácter complementario o  supletorio de las normas en derecho común.

Las normas jurídicas nacidas de las leyes laborales son consideradas imperativas, pues son dictadas por razones de Orden público; y aun cuando puedan referirse a intereses individuales o particulares, tienen carácter obligatorio y no cabe su desconocimiento ni su renuncia.
 

Las normas laborales tienen un carácter inderogable, de lo cual nace el principio de la irrenunciabilidad, esto es, las partes intervinientes no pueden derogar por convenciones particulares las reglas establecidas por la ley y el convenio colectivo, pues el interés que está en juego es el de la sociedad, de cuya premisa se derivan dos condiciones: a) En cuanto al derecho público, (llamado de subordinación), las normas del derecho laboral son imperativas en principio, esto es, en el mismo grado en que, generalmente, el derecho público tiene carácter forzoso, y b) En cuanto al derecho laboral son, preferentemente, de orden público, por trascender estas normas al interés puramente individual y ser inseparable del interés social.

El principio de la irrenunciabilidad “es el medio de que se vale el Legislador, en su estado de necesidad, contra sí mismo.  El carácter imperativo de las normas de trabajo ( Ius Cogens), responde a la misma idea, osea, que no puede dejarse al arbitrio de los destinatarios de la norma, su observancia. Esta se impone, coactivamente, si es preciso. No podría entenderse, de otra manera, la función tutelar”

La concepción individualista y liberal de la economía y del Orden jurídico abandonó al principio de la autonomía de la voluntad la formación y determinación de los efectos de la relación de trabajo. La injusticia del sistema provocó las luchas sociales de los siglos XIX y XX y una legislación que fue, desde un principio, derecho imperativo, porque era el único procedimiento que permitía aminorar la explotación del trabajo. La Declaración de Derechos Sociales de 1917 produjo la transformación final del Derecho del Trabajo, que salió del campo de la legislación ordinaria y entró al plano superior de los Derechos Humanos, de esas normas Supraconstitucionales que el pueblo quiso imponer al Estado y a los hombres.

 Conforme a la doctrina mas generalizada, uno de los rasgos característicos del orden jurídico es su poder coactivo, además,  si posibilidad  no existiera, las normas jurídicas pasarían a la categoría de preceptos morales o de convencionalismos sociales, ya que no todas las normas jurídicas poseen la misma pretensión de imperatividad , como se ha venido sosteniendo.

Esta situación difiere del Derecho Común, pues las normas en materia civil son supletorias o complementarias, es decir, aplicables al contrato frente al silencio de las partes, salvo las excepciones previstas en el artículo 6 del Código Civil, que prevé, como se ha dejado expresado antes que las leyes que interesan el orden público y las buenas costumbres , no pueden ser derogadas por convenciones particulares, ello sí porque en las reglas del derecho común se tiene en cuenta el interés particular, individual, no el de la colectividad o una colectividad.

4.1.2 Predominio de las normas imperativas en derecho laboral

En el derecho laboral predominan las normas de carácter forzoso, imperativas, la necesaria protección estatal a favor de los trabajadores tiene su eficacia a través de la creación, vigilancia y protección de las disposiciones que respeten y valoricen el trabajo humano y los principios de bienestar humano y justicia social, sean leyes, pactos o convenios colectivos, sentencias de principios, entre otros. En el marco de la contratación laboral, pactada libremente, prevalece el contenido dirigido e institucional dictado por las reglas de carácter imperativo, las cuales pueden ser de dos formas:

A) Impositivas o Prohibidas: Estas son las que no permiten que las partes pacten nada en contrario, pues deben ser cumplidas como han sido dictadas.

B) Supletorias o Complementarias: Estas son las que establecen ciertos límites, arriba o debajo de los cuales, según el caso, no podrá prevalecer el principio de la autonomía de la voluntad de las partes.

4.1.3  Naturaleza y alcance de la renuncia de derechos

El Dr. Alburquerque afirma que la irrenunciabilidad atañe exclusivamente los derechos consagrados por la ley o estipulados en el convenio colectivo, sin embargo, los derechos establecidos en el contrato individual de trabajo pueden ser susceptibles de renuncia por parte del trabajador, o sufrir limitaciones como resultado de un acuerdo entre las partes, siempre que no se violenten los principios mínimos fijados en la ley o en el Convenio colectivo¨
.

 Los derechos ya adquiridos no pueden ser objetos de renuncia o limitación convencional, aunque tenga su origen en el contrato individual de trabajo.
 Sin embargo, afirma el propio Dr. Alburquerque, que “los derechos ciertos aún no incorporados al patrimonio del trabajador pueden ser renunciados o limitados, siempre que no se comprometan los derechos consagrados en el orden público laboral”.

Otra cuestión sería preguntarse si esta renuncia tiene una aplicación general o si por el contrario hay que cumplir algunos requisitos para la aplicación de la misma. A juicio de la doctrina, tres son los requisitos para que sea admitida la renuncia:

1.- Que no se produzca al momento de la contratación, llamada por la doctrina “renuncia anticipada” 
.

2.- Que no se produzca durante la vigencia del Contrato de Trabajo.

3.- Que no ocurra como consecuencia de la terminación del vínculo contractual entre el empleador y el trabajador.

Ahora bien, hay otra situación que es necesario establecer y es aquella renuncia establecida en virtud del convenio colectivo, visto el alcance general del  principio de la irrenunciabilidad, y vista la decisión de nuestro más alto tribunal de justicia, en cuanto a la validez de la renuncia de derechos.

En el caso del convenio colectivo, la situación se plantea a la luz de lo previsto en el artículo 121, del Código de Trabajo, que establece:  “se consideran como no escritas las cláusulas del Contrato de Trabajo, que contengan renuncia o limitación de los derechos que el convenio colectivo establece a favor de los trabajadores de la empresa”ojo. En todo caso, la renuncia será válida de conformidad con las previsiones del artículo 124 del código de Trabajo que establece: “El convenio colectivo puede ser objeto de revisión en el curso de su vigencia en los casos de cambio de hechos que ocurran sin culpa de ninguna de las partes, si dichos cambios no han sido previstos y si la parte interesada de haberlos previsto, se hubiera obligado a condiciones distintas o no la hubiera contratado”.

4.1.4  Condiciones de validez de la renuncia     

Para la validez de renuncia de derechos inherentes al trabajador y que sean el producto de un contrato de trabajo, es posible siempre y cuando se apliquen las siguientes condiciones:

1.- Que el trabajador se encuentre ligado por un contrato de trabajo, 

2.-Que se haya firmado un acuerdo entre el trabajador y el empleador,

3.- Que el acuerdo no exprese reservas de reclamar otros derechos,

4.- Que sea firmado fuera del ámbito contractual.

4.1.5 Renuncia general de derechos
La renuncia general no es posible, ya que puede renunciarse a los derechos conferidos por las leyes, cuando estos hayan tenido eficacia, es decir, que se hayan producido.

4.1.6 RENUNCIA DE DERECHOS PARTICULARES

Pueden ser admitidas excepciones respecto a la renuncia de derechos, si se tiene en cuenta la razón que motivó al legislador a adoptar la medida o disponer la efectividad de la misma.  Constituye presunción juris tantum que toda renuncia del trabajador ha sido forzada, pero cuando la renuncia es espontánea, surgida de su propia conciencia, cabe, con la realidad, aceptarla. Razones económicas pueden motivar que, el trabajador pacte un salario inferior, renunciar a un salario mayor, siempre que no violente el mínimo legal.

Debe distinguirse la naturaleza del derecho que se renuncie, ya que todos aquellos que la legislación consagra y que los usos y costumbre determinan no son, en principio, renunciables y en cambio si cabe que se pacte la renuncia de los derechos por el propio contrato, desde que exista la libre manifestación de voluntad.

4.1.7  Renuncia de disposiciones que favorecen con Exclusividad a los trabajadores

La renuncia anticipada siempre es nula, pero cuando se refiere a un derecho ya adquirido, destinado a favorecer con exclusividad a los trabajadores, la misma es posible, si se efectúa sin contradecir el espíritu del legislador al dictar la norma.

4.1.8 Renuncia de derechos fundamentales
No se puede renunciar a los Principios Fundamentales en ningún caso, y la presunción de ser forzada es juris et de jure, en este vemos reflejado como base el carácter de orden público de la ley laboral.

4.1.9 Renuncia anticipada 

La renuncia antes de iniciarse la relación de trabajo, no es admisible, pues está prohibida la renuncia anticipada de los derechos en forma genérica y la de los derechos aún no adquiridos.  Es lo que los autores franceses llaman donaciones indirectas, pero que deben recaer sobre derechos adquiridos y concretos, obviamente que esta prohibición, como lo aclara bien Salvat, no se refiere a los derechos eventuales o condicionales que existen, pero cuyo ejercicio puede o no llegar a hacerse efectivo.

La renuncia anticipada es nula. Para afirmarlo presume que el trabajador se encuentra normalmente en situación de inferioridad por su dependencia con respecto al patrono, y no tiene posibilidades que le hagan libre en el ejercicio del derecho de renuncia a sus acciones.  Para este mismo autor, la coacción se mantiene, durante este período como consecuencia de esa razón de dependencia y toda anticipada debe presumirse como forzada.

La doctrina es prácticamente unánime en reconocer la invalidez de la renuncia anticipada, sea que se trate de derechos creados por la ley, pues no es lícito al titular de un derecho, garantizado por normas imperativas, prescindir del mismo por una declaración de voluntad, no habiendo lugar a renuncia de derechos in fututum, por la convención colectiva, ya que sería incompatible con el principio de la inderogabilidad, o por decisiones administrativas o judiciales, en vista de que la propia naturaleza y primacía del orden público, se impone con poder coercitivo.

Si el trabajador renuncia al derecho instituido en su favor por preceptos de Orden Público que sea aplicable, configurase una presunción jure et de jure, de que fue constreñido a esa actitud para ingresar o permanecer en la respectiva empresa. Tal renuncia debe ser considerada inexistente

4.1.10  RENUNCIA DURANTE LA VIGENCIA DEL CONTRATO DE TRABAJO

Las situaciones más complejas se presentan en relación a la renuncia durante la vigencia del contrato o una vez finalizado el mismo, además, los acuerdos celebrados durante el contrato y que tengan por objeto reducir los derechos del trabajador no son válidos, ya que el trabajador no puede, durante la relación de empleo, renunciar anticipadamente a los derechos que le son reconocidos por la ley.

La renuncia no es aceptable tampoco durante la vigencia del contrato de trabajo, ya que significa eliminar la protección legal del trabajador, sin embargo en toda la renuncia ocurrida en el curso de la vigencia del contrato de trabajo son nulas.

Cuando se está en presencia de condiciones pactadas en el contrato, que no se hayan originado en normas de carácter imperativo, el trabajador puede renunciar a ella, bajo las condiciones de que no se deriven perjuicios en su contra, en este sentido, se ha considerado lícito que el trabajador, durante la vigencia del contrato de trabajo, renuncie al salario pactado correspondiente a 8 horas de trabajo diario, cuando le sea conveniente percibir una remuneración menor, con la consecuente y proporcional reducción de la jornada.

De acuerdo a la opinión de diversos autores, italianos, chilenos, colombianos y brasileños, entre otros, por lo general, se niega de manera rotunda la posibilidad de la renuncia durante la vigencia de la relación laboral y se admite la posibilidad de renunciar posterior a su vigencia

4.1.11 Renuncia en el momento o después de la rescisión del Contrato

Contrario a lo que hemos expresado respecto a la renuncia de derechos en materia laboral, se ha sostenido que finalizada la relación de trabajo, no parece existir la misma dificultad. El trabajador no se haya ya en situación de dependencia con respecto al empleador, y  ha recobrado su libertad de acción.  Incluso puede haber obtenido otra tarea que le ponga a resguardo de la necesidad económica.  Puede haber llegado a pertenecer a otra clase social siendo, ahora, a su vez empleador, profesional liberal, arrendador, etc..¨
.

La renuncia posterior al contrato de trabajo, es válida, principalmente cuando ha habido una compensación que pueda juzgarse suficiente, diciendo además que en todo caso, deberá la renuncia ser apreciada en sus motivos por la autoridad competente, que decidirá sobre la espontaneidad de la misma y sobre la validez del consentimiento prestado.
 

Sin embargo, una vez extinguido el contrato de trabajo, no todos los derechos son susceptibles de renuncia, ya que los mismos han sido concedidos por la ley en forma indeclinable, no cabe que sean renunciables, como tampoco los que derivan de la condición de trabajador, o son consecuencia de la misma ruptura del contrato de trabajo.

La mayor parte de la doctrina, acepta la renuncia de derechos una vez terminado el contrato de trabajo, puede surtir plenos efectos; a este respecto, sostiene Oliveira Viana, que satisfechas ciertas condiciones de autonomía de la voluntad es lícito al trabajador renunciar siempre que se trate de derechos adquiridos, esto es, ya incorporados a su patrimonio, como consecuencia del propio contrato o por disposición legal, es incuestionable que la facultad de renunciar una vez rescindido el contrato de trabajo se aplica.

Sin embargo, es necesario tener en cuenta, en el análisis del respectivo acto, tres aspectos, que son:  si se trata de renuncia o transacción, ya que la primera corresponde a un acto unilateral en virtud del cual nada recibe el titular del derecho por el acto de despojarse de él; si el derecho es por naturaleza renunciable y si hubo libre manifestación de voluntad, por parte del renunciante. 

La ley declara irrenunciables los derechos del trabajador, no del ex trabajador.  Sostuvo además que no falta quien pretendiendo dar al principio de irrenunciabilidad un alcance que no tiene, ha cuestionado la validez de las transacciones y hasta de la conciliación obligatoria si ella contiene renuncia a derechos. 

Olvidan los que así piensan, que en adición a las argumentaciones que anteceden  hay una cuestión de fondo a tener en cuenta y es que el código de Trabajo, tanto el principio fundamental IV, ahora V, como en el artículo 38, se refiere a derechos reconocidos, esto es derechos no controvertidos y que, en consecuencia, no se incurre en violación al principio de irrenunciabilidad, cuando se renuncia a derechos litigiosos o a simples pretensiones o expectativas mediante una contra prestación tangible y cierta.
 

4.1.12  Recibo de finiquito, carta de pago y descargo del Trabajador

Los recibos por saldo o finiquito son una modalidad especial de renuncia posterior a la finalización del contrato, en este sentido, Ojeda Avilés considera que el contenido esencial del finiquito radica en lo siguiente:  en la declaración de que el contrato ha quedado extinguido por mutuo acuerdo entre el trabajador y el empleador, y el saldo de cuentas que es al propio tiempo, recibo de cantidad y declaración adicional de que las partes nada se deben entre si como consecuencia una vez extendido el documento
.

Los recibos otorgados por los que se declara que el trabajador no tiene más que reclamar, no surten efecto alguno en relación de aquellos derechos que no han sido satisfechos en forma expresa.  Los recibos de pago total y general carecen, como norma de eficacia, ya que su significado es idéntico al de una renuncia general de derechos
 .

Se ha venido resolviendo que esas declaraciones no pueden afectar la acción para reclamar aquellos derechos que consagra la ley, y que el recibo de pago acredita exclusivamente el de los servicios que en el mismo se consigna y no otras situaciones ajenas y naturales, así lo decidió una sentencia del 10/3/49 dictada por el Tribunal de Trabajo de Colombia, que resolvió que “la frase tan acostumbrada en los recibos de prestaciones sociales de que el trabajador esta a paz y salvo y no tiene reclamo pendiente, no libere el patrón del pago de obligaciones o prestaciones no comprendidas en el recibo de que se habla, a menos que se trate claramente de una transacción y que se configure este modo de extinguir las obligaciones 
.

Debido a los problemas ocasionados por la práctica patronal de exigir con frecuencia al trabajador, aprovechando su mala información y su presión,  la firma inmediata de un recibo de finiquito, equivalente a una renuncia definitiva, a toda reclamación posterior, así como a las protestas realizadas por los trabajadores, el Legislador Francés reglamenta las condiciones de validez del recibo expedidos
.

Estas condiciones impuestas en Francia para el recibo de finiquito se refieren A) En cuanto a su objeto, el recibo de finiquito puede referirse a cualquier derecho del asalariado, nacido del contrato, del convenio colectivo, o de disposición legal de carácter imperativo, desde el momento en que se haya producido la terminación del contrato de trabajo.

No obstante, los términos amplios en que se fue concibiendo el recibo de finiquito, la Corte de Casación Francesa ha considerado que, a falta de una enumeración más explícita, el recibo no tiene efectos liberatorios mas que para los elementos remunerativos o las indemnizaciones consideradas por las partes en el momento del acuerdo, con exclusión, sobre todo de la indemnización por ruptura abusiva, en absoluto considerada por el trabajador.¨
 No sucede lo mismo en el caso de la indemnización por preaviso.  

B) en cuanto a la forma, el recibo debe contener: la mención de finiquito escrita totalmente por mano del trabajador y seguida de su firma, la mención, con caracteres muy claros, del plazo de caducidad de dos meses y su fijación en dos ejemplares, uno de los cuales será entregado al trabajador, la mención con reservas añadidas por el asalariado, priva al finiquito de todo efecto liberatorio.

En Francia existe la figura jurídica de la denuncia. Esta constituye una excepción al principio general del artículo 1134 del Código Civil, pues el Código de Trabajo autorizó la denuncia del recibo de descargo, debidamente aceptado por el trabajador.  Esta denuncia debe estar debidamente motivada y debe ser efectuada mediante carta certificada dentro de los dos meses subsiguientes a la firma o incluso de la simple citación para conciliación.  En consecuencia, el recibo de finiquito no tiene, respecto de los puntos en litigio, más valor que el de un simple recibo por la cantidad entregada.

4.1.13 Transacción 

La transacción es en cuanto a su forma un contrato y una sentencia por sus efectos; constituye un contrato civil con proyecciones procesales. Esta no hace más que declarar y reconocer derechos ya existentes, pues no hay transmisión de derechos por ella, sino reconocimiento de derecho que quedan, en esta forma, concretados.

La transacción, conforme lo dispone el artículo 2044 del Código Civil Dominicano, es un contrato que implica siempre renuncia de derechos.  Por su parte el artículo 2052, del mismo código, atribuye a la transacción la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada y dispone que no puede impugnarse por error o causa de lesión, sin embargo, dichas disposiciones datan desde mucho antes de existir el derecho del trabajo, que regula las relaciones laborales, esto es, las normas que han de regir el trabajo humano subordinado, no como sucede en el caso de las cosas.

La renuncia de derecho no es posible cuando ella ha sido producto de un acto unilateral del trabajador, bajo el alegato de que se ha producido un acuerdo transaccional, de manera que, mientras el derecho civil consagra su concepción sobre el particular, en materia laboral no encontramos este precepto, por lo que ha de suponerse que el término transacción lo definimos de conformidad con lo que prescribe el derecho civil, siendo a ese respecto que algunos doctrinarios, conciben la transacción como:  “El contrato por el cual las partes terminan una contienda nacida, haciéndose concesiones recíprocas”.
 

La transacción no es más que: “Un contrato particular, al que los redactores del Código Civil Francés dedicaron un título, (artículo 2044 al 2058) y que lo definen como un contrato integrado por las partes para poner término a un pleito o evitar un pleito que pueda surgir (artículo 2044), así como la transacción aparece como referida a derechos litigiosos o al menos controvertidos, y como prohibiéndole a las partes intentar o proseguir un procedimiento contencioso”.

De lo antes expuesto podríamos entender que la transacción tiene por características:  

1.- Es un contrato,

2.-Tiene un carácter oneroso,

3.-Es sinalagmáticos,

4.- Que tenga por finalidad poner término o evitar un litigio.

Quienes entienden que el acuerdo arribado entre trabajadores y empleadores en materia laboral tiene que ser producto de una situación litigiosa, es obvio que se sustentan en esta tesis, por su parte, la transacción en materia laboral no puede tener autoridad de la cosa juzgada en última instancia, pues ello implicaría dejar al trabajador desprovisto de protección, a merced del poder económico del empleador que le despide. La prohibición de la transacción opera durante y después del contrato y se extiende a los derechos reconocidos por sentencias de los tribunales
 . 

Además de que el trabajador tiene la facultad de pactar la renuncia o limitación convencional de las condenaciones en daños y perjuicios acordados por sentencias en beneficio de los trabajadores, siempre que estas sentencias no tengan la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada.

Al trabajador hay que protegerlo con respecto a los derechos adquiridos, por ser irrenunciables e innegociables durante y después de la vigencia del contrato de trabajo.  Por argumento a contrario, las esperanzas y derechos inciertos o producto de una sentencia, pero que no sean de los que el trabajador puede renunciar, ellos pueden ser objeto de transacción, es decir, de negociación, entre las partes intervinientes.

4.2 Convenio colectivo y renuncia 

Otra cuestión que hay que hacer notar, es que aquellas situaciones derivadas del convenio colectivo pueden claramente establecer limitantes a la aplicación del principio de la irrenunciabilidad. En tal virtud, afirmamos visto lo planteamientos anteriores, que la renuncia de derechos establecida de forma expresa en un contrato, será válida siempre que no altere o desconozca lo previsto por la ley, el orden público y lo ya establecido en el convenio colectivo de trabajo.

4.3  Renuncia de derechos conforme a la legislación anterior (Código de Trabajo de 1951)

Sin lugar a dudas que la Ratio Legis nos puede arrojar luces necesarias para poder profundizar en el contenido de los principios o normas legales, sin importar su fuente y campo de aplicación. 

La fuente originaria que debemos analizar es la exposición de motivos del Código de Trabajo de 1951, con la certeza de encontrar en ellos las motivaciones que tuvo el legislador para instituir principios aplicables en nuestro país, entre otros, el de la Irrenunciabilidad de Derechos en Materia Laboral, así como para determinar sus límites y sus alcances.

 Evidentemente que los principios fundamentales del código de trabajo tienen una importancia capital en determinación de la interpretación de sus disposiciones, pues ellos tienen el “carácter de normas superiores a que debe estar supeditada la economía de la legislación laboral”

El espíritu del principio fundamental IV, establece una medida de protección respecto del patrono.  Es ese quien dicta la ley contractual. El contrato de trabajo no es concluido de grado a grado, sino como si fuese un contrato de adhesión. Esta circunstancia hace presumir que el patrono podría imponer al trabajador condiciones contractuales onerosas para este último y especialmente, obligarlo a renunciar a los derechos que les son reconocidos por la ley, o a limitarlos en su extensión. 

 Es esto lo que prohíbe formalmente al principio IV, sin que lo dispuesto por éste pueda ser vigencia fuera del círculo contractual, ya que ello haría imposible la terminación de los litigios entre patronos y trabajadores, por medio de la conciliación, el desistimiento, la aquiescencia o la transacción.

Si nos vamos a la fuente del principio de la irrenunciabilidad, debemos de reconocer entonces la indisponibilidad del derecho por parte del trabajador, se refiere al momento del nacimiento del contrato, así como su vigencia, como medida de salvaguarda de los derechos que les son reconocidos y garantizados por la ley laboral.

De manera expresa  lo dice la exposición de motivos, por lo que resulta totalmente incuestionable el ámbito de la aplicación del principio, cuando se refiere al carácter de contrato de adhesión de la convención laboral subordinada, lo que obviamente impediría que el trabajador pueda defenderse, frente a las violaciones a las normas mínimas que con carácter imperativas están determinadas por la ley, contenida en el contrato de trabajo, además, la misma motivación que reza que lo contenido en el principio no escapa al ámbito contractual, al decir “sin que lo dispuesto por éste pueda tener vigencia fuera del círculo contractual”.

Finalmente, concluimos afirmando que el Código de 1951 consignó en su exposición de motivos de dicho Código que la renuncia era ciertamente posible después de la terminación del contrato de trabajo, limitó esta posibilidad a que la renuncia se de en ocasión de un litigio o para evitarlo. 

4.4 Renuncia de derechos a la luz de la ley 16-92

El principio fundamental V del Código de trabajo, (ley 16-92),  dispone: “los derechos reconocidos por la ley a los trabajadores no pueden ser  objeto de renuncia o limitación convencional. Es nulo todo pacto en contrario. De igual forma existen en esta ley diversas disposiciones que tratan sobre el tema en cuestión, los cuales han sido objeto de amplios debates en la doctrina y de una basta aplicación jurisprudencial.

4.4.1 Principio Fundamental   V y Artículo 38 del Código de Trabajo

El artículo 38 del código de trabajo establece “ son nulas las cláusulas que tengan por objeto la renuncia o limitación de los derechos que acuerda este código en beneficio de los trabajadores y el contrato de trabajo se ejecutará como si tales cláusulas no existieran”.

Si analizamos el principio fundamental V y el artículo 38 en conjunto, se evidencia que la irrenunciabilidad de derechos solo está prevista para las cláusulas del contrato de trabajo, toda vez que ambas disposiciones son diáfanas y no existen otras que la vulneren, lo que no permite mayores interpretaciones que las propias de la imaginación y extensión abusiva en la exégesis.

 La labor de la doctrina sería lograr deslindar los límites planteados para que una legislación posterior se haga eco de sus opiniones de avanzada y para que el intérprete de la ley, es decir, el juez juegue su papel en los casos en que la ley sea oscura, ambigua o inexistente, pero él no puede realizar una labor interpretativa cuando la ley es clara y precisa como en este caso.

La dependencia económica del trabajador no desaparece con la terminación del contrato, sino que su situación de debilidad y necesidad resulta agravada por la pérdida del empleo, particularmente en países como el nuestro, donde existe una alta tasa de desocupación, esto muchas veces le obliga a transacciones onerosas y renuncias de derechos necesarios a raíz o después de la terminación de su contrato
 

4.4.2  Articulo 669 de la Ley 1692 Y 96 del Reglamento 258-93 para la Aplicación del Código de Trabajo

El artículo 669 dispone: “queda prohibida toda transacción o renuncia de los derechos reconocidos por sentencia de los tribunales de trabajo favorables al trabajador”, conforme ha sostenido la jurisprudencia, cuando se trate de derechos que ya se encuentran en el patrimonio del trabajador la renuncia de derecho carece de eficacia jurídica aunque se produzca después de extinguida la relación contractual.

El artículo 669 y su reglamento pueden interpretarse en el sentido de que la renuncia es válida en el período que transcurre entre la terminación del contrato y la fecha del pronunciamiento de la sentencia con autoridad irrevocable de la cosa juzgada
. Según lo dispone el artículo 96 del indicado reglamento la sentencia de los tribunales de trabajo de que trata el artículo 669 del código de trabajo, son las sentencias con calidad de la cosa irrevocablemente juzgada, es decir, que la sentencia que no sea definitiva, no contiene derechos que hayan sido incorporados al patrimonio del trabajador, ellos pasan a formar parte de sus derechos patrimoniales, cuando no pueden ser objeto de recurso alguno, sean estos ordinarios o extraordinarios.

La razón del principio de la irrenunciabilidad radica en el carácter de orden público que establece la propia ley respecto de los derechos reconocidos al trabajador, razón por la cual, el carácter indisponible de estos derechos se mantienen mas allá del vínculo contractual, pues como consecuencia de esto, los artículos 669 del código y 96 del reglamento estarían en contradicción con el principio V del propio código, si se le interpreta en el sentido de que el trabajador puede renunciar a los derechos que le otorga la ley o el convenio colectivo en el período que transcurra entre la terminación del contrato y la fecha de la sentencia con autoridad de la cosa juzgada
.

4.4.3 Artículos 37 y 121 de la Ley 16-96

El artículo 37 del Código de Trabajo establece: “en todo contrato de trabajo deben tenerse como incluidas las disposiciones supletorias dictadas en este código para regir las relaciones entre trabajadores y empleadores; pero las partes pueden modificarlas siempre que sea con el objeto de favorecer al trabajador y mejorar su condición”.

En principio, sólo en ausencia o silencio en relación con determinada causa contractual, las disposiciones del Código de Trabajo se aplicarán a título suplementario, pero ella solo se refiere a los mínimos legales que ante la falta de convención de las partes y aun en caso de zanjar debajo del piso legal, se le impone a las partes y en consecuencia se consideran insertos en todo contrato del trabajo.

Nada impide que las partes en un contrato de trabajo puedan modificar por el mutuo consentimiento, las cláusulas del contrato de trabajo, siempre que sean para beneficiar al trabajador y propiciar condiciones más favorables, en algunos casos ello representa disminución de su salario, por ejemplo.

Por otro lado, el artículo 121 del Código de Trabajo establece: “Se considerarán como no escritas las cláusulas del contrato de trabajo que contengan renuncia o limitación de los derechos que el convenio colectivo establece a favor de los trabajadores”.

El principio fundamental V, combinados con los articulo 38 y 121 del Código de Trabajo, en lo que se refiere a la naturaleza de la norma, la irrenunciabilidad tiene que ver de manera exclusiva con los derechos consagrados por la ley o los estipulados en el convenio colectivo, en virtud de lo cual, a contrario sensu, los derechos establecidos en el contrato individual pueden ser objeto de la renuncia por parte del trabajador o sufrir alguna limitante¨
.

Toda cláusula o acuerdo de renuncia de derechos nacidos de la ley o del pacto colectivo, será nulo y conforme al principio IV, ahora V, y artículo 38 del código de Trabajo, se reputarán no escrito, es decir, que el contrato se ejecutará como si tales cláusulas no existieran, tomando su lugar la norma violada.¨

4.5   Renuncia de derechos a la luz de la jurisprudencia

 A diferencia de los que entonces en el ordenamiento civil, cuyas normas son de carácter supletorio, las de trabajo, en cuanto reconocen derechos al trabajador, son de carácter imperativo y por lo tanto, inderogable por acuerdo contrario entre las partes.
 De igual manera y criterio, se sanciona la apariencia sobre la burla a derechos de los trabajadores, al considerarse que: “desde el momento en que pagaron prestaciones, se estaba reconociendo el derecho de la reclamación al pago completo de estas prestaciones, ya que ese no es un derecho divisible.¨

El hecho de que el trabajador haya otorgado recibo de descargo por las sumas que le fueron pagadas, no le impiden exigir el pago de lo que pueden haberle adeudado, aún cuando, haya renunciado a ello, toda vez que los derechos de los trabajadores son irrenunciables.¨ 

Las decisiones expuestas de nuestro más alto tribunal de justicia han originado inusitados debates en foros nacionales e internacionales sobre Derecho del Trabajo, siendo necesario precisar el parecer de algunos doctrinarios a este respecto;  los derechos ciertos aun no incorporados al patrimonio del trabajador pueden ser renunciados o limitados, siempre que no se comprometan los derechos consagrados en el orden publico laboral 

Lo esencial de las opiniones jurisprudenciales viene dado de conformidad con lo previsto en el principio V, establecido en nuestro Código Laboral Dominicano, a la luz de que el legislador había establecido en su esencia la consagración y/o protección de ciertos derechos derivados del contrato de trabajo.

La terminación por mutuo consentimiento del contrato de trabajo choca con el espíritu de las decisiones jurisprudenciales, en el sentido de que la voluntad de las partes estaría sujeta a la ley de trabajo, y aunque no lo expresa de manera taxativa,  las partes no podrían hacer una actuación libre de sus decisiones.  Nada se opone a que los sujetos del vínculo contractual acuerden libremente y sin vicios del consentimiento varias sus cláusulas para mejorar o restringir los derechos convenidos, a condición de que al hacerlo no contravenga el orden publico laboral, integrado por las normas de la ley o de la convención colectiva.

Si los derechos que otorgan las leyes laborales a sus trabajadores son irrenunciables es por esto, que al tratarse de disposiciones de orden público, surge claro que aquellos beneficios que el legislador ha otorgado a los trabajadores, con relación al contrato de trabajo no pueden ser anulados o desconocidos sobre la base de concernir el principio de la autonomía de la voluntad como absoluta.

Para Mario de la Cueva “en materia de trabajo, no caben renuncia a los derechos del trabajador, por que estos forman parte de los derechos del hombre y representan un altísimo interés público, indiferente que la renuncia sea posterior o anterior al contrato. Lo mismo en un caso que otro” (Derecho mexicano del Trabajo t.l Pág. 750.)

En la parte que hemos comentado en el desarrollo del presente Trabajo, estamos partiendo de una decisión adoptada por el mas alto tribunal de justicia en la década de los años 60 y 70 la que prevaleció hasta la década de los ochenta, así como la opinión de la doctrina al respecto, sobre todo aquella que se acoge a la tesis de la irrenunciabilidad de derechos; ahora bien si en materia laboral la norma es que los derechos conferidos por la legislación a los trabajadores son irrenunciable.

Sería oportuno plantear cual ha sido la consideración de la jurisprudencia a partir del año 1983, puesto que la Suprema Corte de Justicia, esta fecha, dejo claramente establecido la validez de la renuncia cuando esta haya sido el producto de la voluntad de las partes, y en ocasión de ella el trabajador así lo expresare, poniendo como condición que se produzca fuera ámbito del contrato de trabajo.   

Esta última decisión, ratificada en el mes de septiembre17  del año 1997 por la actual corte de casación, ha originado criterios tanto a  favor como en contra por algunos doctrinarios bajo el entendido de que esto representa una contradicción a una decisión dada por la Suprema Corte de Justicia.  

A nuestro juicio, los teóricos que rechazan la tesis de la validez de la renuncia de derechos fundamentan sus criterios en los establecidos en el Art. 38 del Código Laboral Dominicano que consagra: “son nulas todas cláusula que tenga por objeto la renuncia o limitación de derechos que acuerde este Código en beneficio de los trabajadores, y el contrato de trabajo, se ejecutara como si tales cláusulas no existieran.

La doctrina dominicana, se opone a la renuncia de los derechos que la ley le confiere a los trabajadores, en virtud de un contrato de trabajo, lo sustenta haciendo una aplicación exegetita de la normas instituida en el precepto antes citado y en el principio fundamental V del Código de Trabajo el que prescribe “que los derechos reconocidos  por la ley a los trabajadores no pueden ser objeto de renuncia o limitación convencional, 
  y además plantean que la transacción no es posible en materia laboral, lo que, a nuestro juicio, choca con las disposiciones contenida en los Arts. 669, 96 del Reglamento 258-93, del primero de octubre del 1993.

Lo expuesto anteriormente, nos conduce a precisar el alcance de la norma protectora al trabajador que estableció el legislador, siempre en beneficio del trabajador; lo que nos permite coincidir con el Dr. Lupo Hernández Rueda, cuando expresa y pone como fundamento a este principio... “en el hecho de que las normas de trabajo son normas mínimas protectoras de riguroso cumplimiento, lo que implica su indisponibilidad de parte del trabajador  o su enmienda solo en caso en que, como lo señala el artículo 37, del Contrato de Trabajo, la modificación sea con el objeto de favorecer el trabajador y mejorar su condición”
.

Todo derecho del trabajador sin importar su fuente es irrenunciable solo puede convertirse en derecho u obligación natural por el transcurso del plazo indicado por la ley para la prescripción¨
. Lo que colide evidentemente con la posición del Dr. Hernández Rueda.

Al parecer los doctrinarios que no se acogen a la tesis de la validez de la renuncia de derechos fundamentan su criterio en la disposición instituida en el principio V, del Código Laboral Dominicano, cito: “los derechos reconocidos por la ley a los trabajadores no pueden ser objetos de renuncia o limitación convencional”.

Este criterio como hemos expresado es sostenido en función de que cuando se habla de irrenunciabilidad los doctrinarios que se apoyan en esta decisión hablan de todos los derechos, o sea, que todos los derechos son irrenunciables. La posición de nuestra Suprema Corte de Justicia en su decisión del año 1983 y ratificada recientemente, es que la irrenunciabilidad tiene una aplicación limitativa esto es así, porque pone como condición para la aplicación de la misma que el Contrato de trabajo, haya concluido, no esté en vigencia.

Las consideraciones de la decisión antes indicada es que: “al finalizar el contrato de trabajo que ligó a la recurrente con el recurrido, este último recibió el pago de la suma de RD$47,601.07, por concepto de prestaciones laborales y proporción de salarios navideños, en cuya ocasión otorgó formal recibo de descargo a la recurrente por el valor recibido y los conceptos arriba indicados, sin hacer ninguna reserva de reclamar derechos no computados en el referido pago y en cambio precisando que no tenia ninguna otra reclamación que formular por ningún  otro concepto;

Continua motivando dicha decisión que si bien el IV  principio fundamental del Código de Trabajo vigente en la época en que ocurrieron los hechos, establecía impedimento de renuncia de derechos reconocidos a los trabajadores, el alcance de esta prohibición se circunscribe al ámbito contractual y no después de la finalización del contrato de trabajo, siendo valido todo recibo de descargo expedido con posterioridad a dicho contrato, siempre que el trabajador no haga consignaren el momento de expedir el recibo su inconformidad con el pago y reservas de reclamar estos derechos”
.

De manera, pues, que al no existir vínculo contractual entre el trabajador y el empleador, el primero puede renunciar a ciertos derechos que le acuerda la ley, criterio fundamentado en el hecho de que el elemento de la subordinación se encuentra ausente, por lo tanto es libre el trabajador de renunciar, como hemos expresado, si no se encuentra vigente el vínculo contractual.

Sin embargo, surgieron opiniones en contraposición a dicha sentencia, y motivaron su posición sobre la base de que la renuncia debe  efectuarse en ocasión de un litigio o para evitarlo, no en ocasión o como consecuencia de la ruptura del contrato, momento en el cual el trabajador está aún sometido a la subordinación de la necesidad económica con relación al empleador que es lo que quiso proteger el legislador.

Otro argumento es el que se fundamenta en los medios que el legislador limitativamente precisó para que la renuncia fuera válida, que son, la conciliación, el desistimiento, la aquiescencia y la transacción, en tanto que un simple recibo de descargo suscrito por el trabajador es una mera declaración unilateral que no puede equipararse a los modos de efectuar una renuncia de derechos.

Conclusiones 
Luego de haber cumplido con la elaboración de este trabajo de investigación sobre “La Renuncia de Derechos en Materia Laboral”, visto como la contrapartida al Principio Fundamental V del Código de Trabajo, que es uno de los principios fundamentales del derecho del trabajo, con caracteres específicos y peculiarizantes, ya que estos se aplican a esta rama del derecho y no a otra, por ser exclusivo de esta especialidad,  es considerado norma fundamental de interpretación o de suplencia de la ley en el Derecho Laboral, con una concreción orientadora, de manera tal que ninguna norma del Derecho del Trabajo puede contradecirlo.

Dicho principio se manifiesta con carácter de orden público y se aplica imperativamente en las normas de trabajo, en la indisponibilidad de sus preceptos de derecho y en las normas que entrañan una limitación legal al principio de la autonomía de la voluntad de las partes.

La finalidad de este principio es la protección de quien, por su situación económica y social en desventaja con relación a su empleador, puede ser fácilmente coaccionado y obligado a renunciar al ejercicio de un derecho muchas veces presunto y discutible, frente a una oferta que venga a remediar con un valor numérico inferior, y en otras condiciones que invalidan la renuncia.

El carácter del Principio Fundamental V del Código de Trabajo, parecería absoluto en contra de la Renuncia de Derechos por parte del Trabajador, pues tiene un carácter constante en la legislación y unísono con la doctrina más generalizada, a pesar de las discrepancias que pudimos encontrar entre éstos con respecto al alcance y efectos.

a pesar de lo expresado anteriormente, nos facilitó la respuesta, el estudio de las posiciones jurisprudenciales al respecto viéndonos precisados a concluir que nuestro más alto Tribunal de Justicia puso una limitante a la aplicación del Principio de la Irrenunciabilidad de los derechos en Materia Laboral, ya que ha establecido de manera constante en sus últimas decisiones, que dicho principio se circunscribe al ámbito contractual,   

De igual forma pudimos comprobar que la aplicación del Principio Fundamental V del Código de Trabajo no tiene una aplicación general, sino de aplicación restrictiva, pues en los casos en que no esté vigente el contrato de trabajo, cesan los efectos de este principio, acogiendo la tesis de la validez de la renuncia de derechos favorables al trabajador, condicionando a que la misma se produzca fuera del vínculo contractual, pero, una vez que los derechos del trabajador han sido reconocidos por una sentencia y que la misma haya adquirido la autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, el trabajador está impedido de renunciar  a ellos.

Con los precedentes jurisprudenciales indicados anteriormente, por demás, se otorga validez al recibo de descargo realizado de forma unilateral por el trabajador, acogiéndolo como una modalidad de renunciar a los derechos, lo cual se aparta del criterio de que los modos de la renuncia fueron instituidos por el legislador de forma limitativa, que son: la conciliación, el desistimiento, la aquiescencia y la transacción.

Pudimos colegir que la renuncia de derechos en materia laboral es válida en tanto cuanto no se encuentre vigente el elemento que tipifica la relación laboral como lo es la subordinación jurídica, es decir que no exista lazo de dependencia del trabajador, o que este se encuentre a las órdenes o a disposición de su empleador y que los derechos del trabajador no se encuentren ya reconocidos por una sentencia pronunciada por los tribunales laborales con autoridad de la cosa irrevocablemente juzgada, lo cual pone de manifiesto que los derechos de los trabajadores no pueden prolongarse en el tiempo.

 Entendemos que una vez terminado el contrato, siempre será posible la renuncia de derechos a fin de lograr una transacción entre las partes y finalizar los litigios o posibles litigios, sin limitación de derechos y acciones, pues ambas partes han recobrado su total independencia y nunca habrá posibilidad alguna de transacción o negociación sin que conlleve renuncia de derechos. 

Sin embargo esta aseveración colige con la opinión de una gran parte de la doctrina que admiten que la intención del legislador al plasmar en el Código de Trabajo el V Principio Fundamental fue legitimar el carácter protector con que se encuentran revestidos los derechos conferidos por las leyes laborales en beneficio del trabajador, pues estos entienden que los indicados derechos nunca pueden ser renunciables. 
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